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INFORME DEL TALLER DE EXPERTOS EN FORMULACIÓN DE

LEGISLACIÓN PARA LA IMPLEMENTACIÓN DE LOS INSTRUMENTOS

UNIVERSALES ANTITERRORISMO Y LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA

CONTRA EL TERRORISMO

San José de Costa Rica 20 al 22 de enero del 2004

Introducción


La Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC), conjuntamente con el Comité Interamericano Contra el Terrorismo de la Organización de los Estados Americanos (OEA/CICTE) y el Instituto latinoamericano de las Naciones Unidas para la Prevención del Delito y el Tratamiento del Delincuente (ILANUD) en colaboración con el Fondo Monetario Internacional (FMI), bajo el auspicio del Gobierno de Costa Rica, convocó el Taller  de Expertos Gubernamentales con el propósito de debatir proyectos de legislaciones para la implementación de los siguientes instrumentos universales:

1) Convenio sobre las infracciones y Ciertos Otros Actos Cometidos a Bordo de las Aeronaves, Tokio, 14 de septiembre de 1963. 

2) Convenio para la represión del apoderamiento ilícito de aeronaves, firmado en La Haya el 16 de diciembre de 1970.

3) Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la aviación civil, firmado en Montreal el 23 de septiembre de 1971.

4) Convención sobre la prevención y el castigo de delitos contra personas internacionalmente protegidas, inclusive los agentes diplomáticos, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 14 de diciembre de 1973.

5) Convención Internacional contra la toma de rehenes, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 17 de diciembre de 1979.

6) Convenio sobre la protección física de los materiales nucleares, firmado en Viena el 3 de marzo de 1980.

7) Protocolo para la represión de actos ilícitos de violencia en los aeropuertos que prestan servicios a la aviación civil internacional, complementario del Convenio para la represión de la aviación civil, firmado en Montreal el 24 de febrero de 1988.

8) Convenio para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de la navegación marítima, hecho en Roma el 10 de marzo de 1988.

9) Protocolo para la represión de actos ilícitos contra la seguridad de las plataformas fijas emplazadas en la plataforma continental, hecho en Roma el 10 de marzo de 1988.

10) Convenio sobre la Marcación de Explosivos Plásticos para los fines de Detección, Montreal 1 de marzo de 1991.

11) Convenio Internacional para la represión de los atentados terroristas cometidos con bombas, aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 15 de diciembre de 1997.

12) Convenio Internacional para la represión de la financiación del terrorismo, aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 9 de diciembre de 1999.

13) Resolución 1373 (2001), aprobada por el Consejo de Seguridad en su 4385° sesión, celebrada el 28 de septiembre de 2001.

14) Convención Interamericana contra el Terrorismo, adoptada en Bridgetown, Barbados, el 3 de junio de 2002.

I.
DIRECTIVA

La Directiva del Taller quedó integrada de la siguiente manera:

Presidente: Arnoldo Brenes Castro, Asesor del Ministro de Relaciones Exteriores de Costa Rica.

Mesa Directiva: Eugenio Curia, Consultor de la Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC); Elías Carranza, Director, Instituto Latinoamericano de las Naciones Unidas para la Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente  (ILANUD); y Kevin Newmeyer, Jefe de Programa del Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE).

Relatores: Reinaldo Rodríguez Gallad (OEA), y José  Luis Fernández Valoni (UNODC).

Asistieron adjuntos a la Mesa Directiva: Juan Larraín, Experto Asesor, Comité contra el Terrorismo, Consejo de Seguridad (UN/CTC); Antonio Hyman, Consejero Jurídico del Fondo Monetario Internacional; Dante Negro, Asesor Jurídico (OEA).


Se adjunta al presente informe la lista de participantes. 

II.
TEMARIO

El Temario acordado para el Taller fue el siguiente:

1. Observaciones introductorias sobre los instrumentos internacionales antiterrorismo y la resolución 1373 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas

2. Acciones de los países en respuesta a la resolución 1373 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas

3. Requerimientos legislativos emanados de las convenciones universales antiterrorismo, incluida la  financiación  del terrorismo, y el debido respeto por los derechos humanos

4. Cooperación internacional en la lucha contra el terrorismo: el papel de la Oficina de las Naciones Unidas  contra la Droga y el Delito (UNODC) y su instituto regional para América Latina (ILANUD)

5. Cooperación regional en la lucha contra el terrorismo: el papel de la Organización de Estados Americanos (OEA) y la Convención Interamericana Contra el Terrorismo. 

6. Presentación por la Unidad para la Promoción para la Democracia de la OEA (UPD) del Proyecto de Acción Legislativa Centroamericana. Presentación y comentarios de los proyectos de ley de Costa Rica, El Salvador y Nicaragua.  Presentación de Panamá, Perú y México.

7. Servicios de Asistencia Técnica de las Naciones Unidas  en apoyo a la cooperación internacional para la lucha contra el terrorismo.

8. Servicios de Asistencia Técnica para la implementación de la Convención Interamericana Contra el Terrorismo.

9. Conclusiones y recomendaciones.
III.
SESIÓN DE APERTURA


El martes 20 de enero de 2004, en el Hotel Radisson Europa, siendo las 9:30 a.m., se dio inició al referido Taller de Expertos. Durante esta sesión el señor Elías Carranza, Director de ILANUD, luego de dar la bienvenida a las delegaciones participantes, agradeció al Gobierno de Costa Rica, al gobierno de Canadá y a las organizaciones internacionales participantes por su apoyo a la celebración del evento.


Asimismo, destacó la manera en que la comunidad internacional, representada en las Naciones Unidas y  en la Organización de los Estados Americanos, ha afrontado este grave problema del terrorismo, por medio de acciones multilaterales,  que generen  legislaciones compatibles, y que promuevan acciones administrativas y de justicia penal con resultados eficaces.


Acto seguido, el señor Kevin Newmeyer, Jefe del Programa del Comité Interamericano  contra el Terrorismo (CICTE) de la Organización de los Estados Americanos destacó, entre otras cosas, la importancia de contar con un marco legal apropiado para combatir el terrorismo.


Posteriormente, el señor Eugenio Curia, Representante de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC), expresó que el terrorismo es “uno de los elementos fundamentales de la agenda internacional, que cada Estado ha incorporado entre sus objetivos de política, tanto interior como exterior, y que constituye un pilar básico de su accionar cotidiano”. Asimismo, resaltó que la necesidad de contar con normas claras y precisas en materia de tipificación, sanción, jurisdicción y cooperación internacional es una obligación concreta que deriva de las diferentes fuentes jurídicas que constituyen el régimen jurídico internacional contra el terrorismo. Por último, destacó la posibilidad de que los países recurran a los servicios de asistencia técnica disponibles para dotarse de los recursos necesarios que les permitan avanzar en el cumplimiento de sus obligaciones.


Por último, el señor Marco Vinicio Vargas, Viceministro de Relaciones Exteriores de Costa Rica, declaró inaugurado el Taller de Expertos en Formulación de Legislación para la Implementación de los Instrumentos Universales Antiterrorismo y la Convención Interamericana contra el Terrorismo, destacando la importancia de esta actividad y la agradecimiento a las entidades organizadores por su realización. 

IV.
DESARROLLO DE LOS TRABAJOS

El Taller inició sus trabajos con la consideración del tema: Observaciones introductorias sobre los instrumentos internacionales antiterrorismo y la resolución 1373 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas y de las Acciones de los países en respuesta a la resolución 1373 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas.  El tema fue presentado por el señor Juan Larraín, Experto del Comité contra el Terrorismo del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas (CTC). 

Sobre el particular, el Sr. Larraín explicó las tareas del CTC e indicó tres puntos fundamentales:

a. Verificación de la existencia de una legislación básica que los habilite para la lucha contra el terrorismo. 

b. Funcionamiento de las legislaciones  en la práctica.

c. Cooperación entre los Estados entre sí y entre las organizaciones internacionales.

En relación con la resolución 1373 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, señaló la obligación de los Estados de congelar sin demora activos de naturaleza sospechosa y tener en vigencia procedimientos legales y administrativos que les permitan actuar con la urgencia del caso, inclusive a petición de otro Estado.  Por otra parte indicó que la resolución obliga a los Estados a que sus instituciones financieras informen sobre cualquier operación sospechosa, de estar vinculada a financiar el terrorismo.

Entre las actividades del CTC figura la de supervisar la ratificación y aplicación  de las doces convenciones universales contra el terrorismo, por cuanto estas constituyen un lenguaje común  que permite definir ciertos actos de terrorismo y facilitan la cooperación.

En atención al tema Requerimientos legislativos de las Convenciones Universales Antiterrorismo, presentado por el señor Eugenio Curia, de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC) destacó, entre otros asuntos, que las  obligaciones de los estados se han multiplicado y diversificado para poder hacer frente de manera eficiente y efectiva al flagelo del terrorismo, y que los últimos desarrollos en la materia, en particular las resoluciones del consejo de seguridad, han constituido un cambio profundo en el derecho internacional. Si bien tanto las convenciones internacionales como las resoluciones del Consejo dejan librado a cada Estado la manera en que se cumple con las obligaciones internacionales, resulta necesario que los Estados cuenten con una batería legal adecuada para cumplir con esa normativa. En este sentido, las convenciones, las resoluciones del Consejo de Seguridad, así como estándares internacionales relacionados –como los emanados del Grupo de Acción Financiera (GAFI) – constituyen un mínimo común denominador a cumplir por la comunidad internacional. 

En particular, expresó que las convenciones contienen en términos generales las siguientes obligaciones: 

· Tipificación de las figuras prohibidas por las convenciones

· Sanción de las conductas con penas adecuadas

· Establecimiento de la jurisdicción penal de los Estados de acuerdo con los supuestos exigidos por las convenciones

· Mecanismos apropiados de extradición y asistencia judicial penal

En este último aspecto, se refirió a nuevos desarrollos que imponen la necesidad de agilizar los mecanismos de cooperación internacional y analizar nuevos temas, como por ejemplo la valoración de prueba obtenida por medio de inteligencia.

Posteriormente, el señor Antonio Hyman, del Fondo Monetario Internacional, se refirió al tema  Requerimientos legislativos de la Convención sobre financiación del Terrorismo.  Sobre el particular, indicó que los principales elementos que requieren legislación o reglamentación para cumplir con la Convención, la Resolución 1373 y las Recomendaciones Especiales sobre Financiación del Terrorismo del Grupo de Acción Financiera (GAFI) son los siguientes:

· Tipificación de la financiación del terrorismo;

· Medidas para impedir el apoyo financiero a terroristas y organizaciones terroristas;

· Mecanismos de congelamiento, incautación y decomiso de activos terroristas;

· Cooperación internacional;

· Adhesión a los convenios antiterrorismo;

· Aplicación de medidas de prevención de la financiación del terrorismo por parte de agencias financieras;

· Regulación del sistemas informales de remesas de dinero y valores;

· Fortalecimiento de las medidas de control de transferencias electrónicas;

· Prevención del abuso de asociaciones sin fines de lucro para la financiación del terrorismo

Se dialogó sobre el tema Cooperación regional en la lucha contra el terrorismo. Contenidos y obligaciones que emanan de la Convención Interamericana contra el Terrorismo, presentado por Dante Negro, de la OEA. Luego de una breve reseña sobre el contenido de la Convención, se refirió a aquellas obligaciones de la Convención Interamericana que requieren desarrollo legislativo, tales como la relativa a la financiación del terrorismo y lavado de dinero, exhortando a los Estados parte a informar al Secretario General de la OEA sobre la autoridad designada como la unidad de inteligencia financiera;  los conceptos de asilo y refugiado,  y el traslado de personas bajo custodia.

El día 21 de enero, el Taller continuó con sus trabajos considerando el tema Plan de acción legislativa. Marco General. Contenido y estado actual, presentado por Jorge Calderón (OEA/UPD), quien explicó el papel jugado por la Unidad para la Promoción de la Democracia, el Foro de Presidentes de Poderes Legislativos de Centroamérica y Cuenca del Caribe (FOPREL) y el Instituto Centroamericano y la Cuenca del Caribe de Estudios Legislativos (ICEL) en la asistencia técnica para la elaboración de los anteproyectos de ley sobre terrorismo para Centroamérica y República Dominicana. En particular, describió los componentes de la asistencia técnica provista:

· Red de expertos nacionales

· Red de expertos internacionales

· Uso de instrumentos tecnológicos

A continuación, se expusieron los textos de los proyectos de ley elaborados en el marco del Proyecto Regional Acción Legislativa de Combate al Terrorismo, por parte de Alex Solís (Costa Rica), Carmen Calderón de Escalón (El Salvador) y Asunción Moreno (Nicaragua). Asimismo, Arnoldo Brenes (Costa Rica) presentó el proyecto elaborado por la Comisión Interinstitucional para la Revisión de la Legislación Costarricense sobre Terrorismo, del Gobierno de Costa Rica, que propone reformas a la legislación ya existente en el país.

Se adjuntan los comentarios generales formulados por los representantes de la Oficina contra la Droga y el Delito de la Naciones Unidas (Anexos A, B, y C) durante el debate sobre los respectivos proyectos, los cuales pueden ser consultados en el CD Rom “Legislación contra el terrorismo –Centroamérica y República Dominicana” y en la página www.upd.oas.org/terrorismo/proyectos.html. 

La delegación panameña se refirió a la reciente reforma al Código Penal y a la legislación financiera que refleja las convenciones internacionales, la resolución 1373 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas y las recomendaciones del GAFI, incorporando sanciones administrativas a las entidades que incumplan las medidas de prevención del terrorismo. 

Por su parte, la delegación peruana explicó la situación actual del Perú, país que cuenta con legislación antiterrorista desde 1981. Expresó que el Perú, por su historia, puede servir como espejo para otros países de la región, los que pueden aprovechar de los aciertos y errores de la experiencia peruana en la lucha contra el terrorismo. Se destacó que en términos generales la legislación contempla las conductas previstas en las convenciones, así como las exigencias en materia de jurisdicción y extradición. Actualmente se está estudiando un proyecto de reforma al Código Penal vigente en vistas a agregar un libro especial a la luz de la normativa internacional.

Por último, México también señaló que no dispone de un proyecto general sobre terrorismo, sino que se han elaborado una serie de proyectos para enmendar y adecuar diversos aspectos de la legislación vigente (Código Penal, legislación financiera) para dar cumplimiento a los compromisos internacionales en el combate al terrorismo, principalmente en lo que se refiere a la financiación del terrorismo. Dado que el Código Penal contaba con el tipo penal de terrorismo dirigido contra la nación mexicana, la propuesta de reforma prevé la inclusión de un título nuevo que contemple el terrorismo internacional. En lo que hace al sistema financiero, recientemente se aprobó una ley que modifica el régimen que regula las diversas instituciones vinculadas de acuerdo a los parámetros internacionales.

Los participantes intercambiaron opiniones en base de los proyectos de ley mencionados, así como de las listas de verificación del cumplimiento de los convenios internacionales elaboradas por la UNODC, sobre la base de las que fueron completadas y enviadas oportunamente por las delegaciones. Las listas de verificación pendientes serán enviadas a la brevedad. 
Lo
Durante la discusión se hizo referencia, entre otros temas, a la cuestión de la definición del terrorismo, a las medidas de congelación y decomiso de fondos sospechados de estar destinados a la financiación del terrorismo, y a los efectos sobre el asilo y la extradición.


El 22 de enero, el Taller continuó con la consideración de su temario y para ello dio inicio a la sesión con el tema Servicios de Asistencia Técnica para la implementación de la Convención Interamericana contra el Terrorismo, presentado por Kevin Newmeyer, Jefe de Programas del CICTE.


Sobre el tema, indicó sobre los servicios técnicos que viene prestando el CICTE  dentro del marco de los mandatos que le encomienda la Asamblea General de la OEA y teniéndose en cuenta lo establecido en el Artículo 16 de la Convención.


Del plan de trabajo hizo referencia a los controles fronterizos, controles financieros, estrategias de seguridad de puertos marítimos y aéreos, estrategias a nivel Hemisférico sobre el delito cibernético.  Igualmente destacó otros programas específicos que se vienen realizando para lograr la implementación de la Convención y destacó los cursos de capacitación de jueces y fiscales para casos de terrorismo, entre otros.



A continuación el Sr. Curia en su intervención hizo referencia a los puntos 4 y 7 del temario (Cooperación internacional en la lucha contra el terrorismo: el papel de la Oficina de las Naciones Unidas  contra la Droga y el Delito y el ILANUD; Servicios de Asistencia Técnica de las Naciones Unidas en apoyo a la cooperación internacional para la lucha contra el terrorismo.), describiendo el rol que viene cumpliendo la UNODC desde hace años en materia de cooperación y asistencia a los Estados, en particular, en el marco de los cinco planes mundiales:

· Lavado de activos

· Corrupción 

· Delincuencia organizada

· Trata de personas

· Terrorismo

De  acuerdo con el mandato de la resolución 58/136 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, la UNODC desarrolla sus actividades proveyendo a los Estados con la asistencia técnica necesaria para implementar las convenciones universales en la materia, trabajando en estrecha coordinación con el CTC, con la Oficina de Asuntos Legales de la Secretaría de la ONU, así como con otras organizaciones internacionales, regionales y subregionales.  

Asimismo, destacó la “Guía Legislativa” sobre los referidos instrumentos internacionales recientemente elaborada que puede ser utilizada por los Estados para adecuar su legislación nacional.  Finalmente, el señor Curia subrayó  la disposición de la UNODC para brindar asistencia técnica, a solicitud de los Estados, en esta materia, destacando la necesidad de que los Estados enfoquen adecuadamente dicha solicitud a fin de maximizar su efectividad.


Las delegaciones resaltaron la necesidad de una adecuada coordinación interna entre los diversos actores involucrados, así como una mayor cooperación e intercambio de información para apuntalar los esfuerzos realizados. En particular, se mencionó la necesidad de fortalecer el intercambio de información a nivel de inteligencia, la participación de las agencias de seguridad y el aprovechamiento de los mecanismos tecnológicos. 


Asimismo, se resaltó que la implementación legislativa debe ser acompañada de una adecuada regulación a nivel administrativo, a fin de que las distintas agencias estatales interesadas cuenten con herramientas eficaces para prevenir actividades terroristas y la financiación del terrorismo. De manera coincidente, el grupo coincidió en la  necesidad de un eficaz contralor de las actividades desarrolladas por el Estado. 

V.
CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES

Finalmente, el día 22 de enero en la tarde, el taller concluyó los debates y arribó a las siguientes conclusiones y recomendaciones. 

1) Los Estados deberían analizar los proyectos de ley presentados a la luz del intercambio de ideas (en particular las cuestiones de la definición del terrorismo, la tipificación penal, la jurisdicción, extradición, asilo y refugio) que tuvo lugar durante el Taller de Expertos en formulación de legislación para la implementación de los instrumentos universales antiterrorismo y la Convención Interamericana contra el Terrorismo.

2) Los Estados deberían asegurar  —a través de alguna oficina pública—una adecuada información y sensibilización de los diferentes actores involucrados en la elaboración y aprobación de proyectos de ley para implementar las obligaciones derivadas de los diferentes instrumentos jurídicos.

3) Los Estados, que aún no lo hayan hecho, deberían establecer una Comisión Interministerial o multisectorial  —de resultar necesario o conveniente con representantes de los Poderes Legislativo y Judicial— con el objetivo de asegurar una adecuada dinámica en el proceso de elaboración de proyectos de ley para implementar las obligaciones derivadas de los instrumentos jurídicos.

4) En el proceso de adecuación legislativa los Estados deberían considerar una serie de disposiciones contenidas en otros instrumentos internacionales, tales como, la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Transnacional Organizada (Palermo, diciembre 2000) y la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (Mérida, diciembre 2003), entre otros.

5) Las delegaciones expresaron el interés de que algún esquema de asistencia técnica pueda ser desarrollado en los próximos meses para potenciar y complementar los esfuerzos nacionales en materia de implementación y adecuación legislativa.

6) Cuando un Estado desee requerir servicios de asistencia técnica debería proceder a analizar los temas y formular con cierto detalle los puntos sobre los cuales versará la solicitud.

7) Asimismo, se recomendó evitar la solicitud de información a los Estados en forma duplicada por parte de las organizaciones internacionales que se ocupan del terrorismo, a través del fortalecimiento de sus comunicaciones y de su sistema de funcionamiento, de modo tal que los informes presentados a una de ellas sean también considerados por otras organizaciones antes de solicitar información adicional a los Estados. 

8) Las delegaciones reconocieron la utilidad de este tipo de talleres regionales que reúnen a países con problemáticas comunes, permitiéndoles no sólo tener acceso a información relevante, sino además retroalimentarse mutuamente. En este sentido, los participantes expresan su deseo de que estos talleres puedan ser replicados a futuro. 

9) De igual forma, se expresó la importancia de que se pueden realizar talleres similares en el ámbito nacional, con la participación de los diferentes actores involucrados en la dinámica de implementación y adecuación legislativa de la temática abordada, a los efectos de optimizar las acciones que se desarrollan en cada país.

Al darse por concluido el presente evento, las delegaciones asistentes desean dejar constancia de su agradecimiento a los organizadores y al gobierno de Canadá por haber hecho posible la realización de este importante Taller y, a su vez, agradecer al pueblo y gobierno de Costa Rica por la calurosa acogida que les han brindado en esta hermosa ciudad de San José.

22 de enero de 2004

ANEXO A

Comentarios generales al proyecto de Costa Rica (UPD-FOPREL)

1) Que para los efectos de la implementación de la Convenciones, no todas las obligaciones contenidas en ellas están incorporados en el proyecto.

2) Que la ley que en si misma expresa su finalidad no siempre es adecuada. Las determinaciones establecidas en la Ley que se refieren a soberanía nacional no deben incluir las investigaciones policiales.

3) El capítulo de definiciones no se consideró adecuado , puesto que reduce en contenido de la acción contra el terrorismo.

4) Que en el artículo 13 del proyecto debería existir mayor vinculación con el tema de financiamiento.

5) En lo que se refiere a la legitimación de capitales y activos, importa determinar claramente que el financiamiento es hacia el terrorismo, puesto que a lo largo del proyecto esto no viene bien determinado.

6) Es necesario verificar si en Costa Rica existe o esta regulado el dolo eventual dentro de la legislación penal, sólo en ese entendido cabe la legitimación culposa establecido en el artículo 31 del proyecto.

7) El Artículo 35 referido a los agravantes debe estar mejor especificado.

8) No se habla en el proyecto de la personalidad activa.

9) En cuanto a la extradición el tema referido a la asistencia judicial, debe entenderse recíproca, no mutua, y la lista debe ser taxativa.

10) En todo el tema de extradición es necesario valorar la conveniencia y oportunidad de la autenticación como requisito de validez, lo anterior porque este requerimiento atenta contra la agilidad.

11) En el artículo 33 es necesario revisar todo el tema de actos preparatorios.

12) Es necesario analizar la conveniencia de la declaratoria del terrorismo como un delito de lesa humanidad.

13) La declaratoria del terrorismo como delito de lesa humanidad no la puede hacer solamente el país.

14) Es necesario valorar cual es la definición de terrorismo si es la de la ley o es lo de la convención.

15) La legitimación de capitales está establecida como delito sin considerar si la proveniencia del dinero es lícita o ilícita.

16) Es necesario establecer una financiación punible para poder perseguirla.
Comentarios generales al proyecto de Costa Rica (Gobierno)

1) Se complementó la exposición indicando que en la Asamblea Legislativa se esta discutiendo un nuevo Código Penal y en éste se han tomado previsiones tipificando el delito de terrorismo.  Asimismo en la agravantes genéricos descritos en el Código, hay una contemplada especialmente para el terrorismo.

2) En la reformas propuestas a los artículos 274 y 374 del Código Penal, se debería tomar lo establecido en la Convención de Palermo, sobre todo en cuanto a la definición de grupo organizado.

3) En la reforma al artículo 69 de la Ley de Estupefacientes, considerar las 40 nuevas recomendaciones del GAFI (2003) y la lista de delitos que ahí se contemplan.

4) En la reforma al artículo 70 de la Ley de Estupefacientes, falta descripción del tipo penal de la financiación al terrorismo.

5) En cuanto al nuevo artículo 15 bis de la Ley de Estupefacientes, analizar si los nuevos sujetos obligados en materia de lucha contra el lavado de activos se encuentran adecuadamente incorporados de acuerdo con las 40 recomendaciones del GAFI.

ANEXO B

Comentarios generales al anteproyecto de El Salvador

1. La definición de “terrorismo internacional”, prevista en el art. 2 del proyecto, contiene verbos típicos muy disímiles, algunos de los cuales pueden ser cubiertos por otras normas penales (p. ej., complicidad o encubrimiento). Varios aspectos de la definición aparecen demasiado abiertos, imprecisos o amplios (como la posibilidad de que una simple lesión a un extranjero que se encuentre en tránsito en el territorio sea considerada como acto terrorista).

2. Se expresaron dudas acerca de la pertinencia de calificar al terrorismo como “delito de lesa humanidad” (art. 4), dado que no es un concepto que esté suficientemente asentado en el derecho internacional actual.

3. Se expresó la necesidad de tener cuidado al momento de legislar acerca de normativa general que excede el marco específico del terrorismo, tal como aspectos de la Parte General del Código Penal, las reglas de jurisdicción y las normas relativas a la extradición y asistencia judicial.

4. En cuanto a las conductas previstas en los diversos convenios, se indicó que algunas de ellas no estaban suficientemente contempladas en el proyecto, en particular las  convenciones referidas a la aviación civil, las que tratan de la navegación en el mar y plataformas, y la Convención sobre protección de materiales nucleares.

5. La figura de financiación del terrorismo se encuentra reiterada en el proyecto (arts. 2 y 10), con distintas penas, y no parece satisfacer la definición prevista en la Convención de 1999, en particular porque se limita a las conductas que ocurren en territorio salvadoreño.

6. Por último, si bien las normas relativas al congelamiento de fondos resultan destacables (art. 27), el proyecto carece de normas dirigidas a la Unidad de Información Financiera y a la obligación de las entidades financieras de realizar reportes de transacciones sospechosas de financiar actos de terrorismo, ni contiene normas relativas a la responsabilidad de las personas jurídicas por el incumplimiento de las obligaciones en materia de prevención de la financiación del terrorismo

ANEXO C

Comentarios generales al anteproyecto de Nicaragua

1. La definición de “actos terroristas” contenida en el art. 14, presenta dificultades de redacción, además de incurrir en cierta circularidad al definir “actos terroristas” como aquellos cometidos por “grupos terroristas”. Además, al referirse únicamente a autoridades e instituciones nicaragüenses, resulta demasiado limitada.

2. Se expresó la necesidad de tener cuidado al momento de legislar acerca de normativa general que excede el marco específico del terrorismo, tal como aspectos de la Parte General del Código Penal, las reglas de jurisdicción y las normas relativas a la extradición y asistencia judicial.

3. Si bien en general las conductas previstas en los convenios ha sido receptados de manera adecuada, han quedado sin incluir ciertas conductas previstas en la Convención de sobre seguridad de la navegación marítima y la Convención sobre protección de materiales nucleares.

4. La definición de financiación del terrorismo (art. 29) resulta apropiada pues se ajusta al requerimiento de la Convención y la Resolución 1373, las que exigen que se tipifique la financiación como delito autónomo. Sin embargo, la pena que se le atribuye resulta superior a la de la propia comisión de un acto terrorista (art. 14), lo cual resulta incongruente.

El proyecto carece de normas que establezcan la obligación de las entidades financieras de realizar reportes de transacciones sospechosas de financiar actos de terrorismo, ni contiene normas relativas a la responsabilidad de las personas jurídicas por el incumplimiento de las obligaciones en materia de prevención de la financiación del terrorismo.
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